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Auto

CESAR  OBDULIO  HERRERA
SANTOS

LA NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA
NACIÓN

Ejecutivo 09/03/2022
2019

Tener por no contestada la demanda por parte de la Fiscalía General
de la Nación, de conformidad con las consideraciones de este
proveído.

00310

Auto que Resuelve Sobre la Contestacion20001 33 33 007

JAIME VERGARA MORALES LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

09/03/2022
2020

Antes de dictar sentencia, para efectos de aclarar puntos dudosos al
interior del
asunto de la referencia con fundamento en el inciso 2 del artículo 213
de la Ley 1437
de 2011.

00277

Auto Para Mejor Proveer20001 33 33 007
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, nueve (9) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO  
DEMANDANTE: CÉSAR OBDULIO HERRERA SANTOS 
DEMANDADO: NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2019-00310-00 
 
Estando el proceso para llevar a cabo audiencia de que trata el artículo 372 del 
C.G.P., procede el Despacho a hacer la revisión de los requisitos para otorgar 
poder en vigencia de la normatividad que regula lo concerniente a la 
administración de justicia, dada la actual situación que atraviesa el mundo entero 
por la pandemia COVID – 19. 
 
El Consejo Superior de la Judicatura, expuso en el artículo 6º del Acuerdo 
PCSJA20-11532 del 11 de abril de 2020, que en la recepción, gestión, trámite y 
decisión de las actuaciones judiciales se privilegiará el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, por lo que los memoriales y demás 
comunicaciones podrán ser enviados o recibidos por correo electrónico evitando 
presentaciones o autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
 
Mediante el Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, el Gobierno Nacional decretó el 
estado de emergencia económica, social y ecológica por la Covid- 19.  
 
Posteriormente, el Gobierno expidió el Decreto 806 de 4 de junio de 2020 “Por el 
cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado 
de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, el cual prevé en su artículo 5º, lo 
siguiente:  
 

“Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la 
sola antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales.” (resaltado fuera de texto) 
 

La Corte Suprema de Justicia en reciente pronunciamiento de fecha 3 de 
septiembre de 2020 dentro del expediente radicado No. 55194 de Juliano Gerardo 
Carlier y otros, dijo que de conformidad con el Acuerdo PCSJA20-11532 del 11 de 
abril de 2020 y específicamente con lo previsto en el artículo 5 del Decreto 806 de 
2020 un poder para ser aceptado requiere: “i) Un texto que manifieste 
inequívocamente la voluntad de otorgar poder, con, al menos, los datos de 
identificación de la actuación para la que se otorga y las facultades que se otorgan 
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al apoderado. ii) Antefirma del poderdante, la que naturalmente debe contener sus 
datos identificatorios. Y, iii) Un mensaje de datos, transmitiéndolo. Es evidente que 
el mensaje de datos le otorga presunción de autenticidad al poder así conferido y 
reemplaza, por tanto, las diligencias de presentación personal o reconocimiento.” 
(sic) (resaltado fuera del texto original) 
 
En dicha providencia el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria recordó que la 
expresión “mensaje de datos” está definida legalmente en el artículo 2º de la Ley 
527 de 1999, en los siguientes términos: “a) Mensaje de datos. La información 
generada, enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios electrónicos, 
ópticos o similares, como pudieran ser, entre otros, el Intercambio Electrónico de 
Datos (EDI), Internet, el correo electrónico, el telegrama, el télex o el telefax”. (sic) 
 
Con base en esa expresión no se le exige al abogado que remita el poder suscrito 
de puño y letra del mandatario o con autenticaciones o nota de presentación 
personal pero sí es necesario acreditar que el poderdante lo remitió a su 
apoderado mediante mensaje de datos que puede ser para el caso en concreto un 
intercambio de correo electrónico remitido directamente a esta autoridad judicial o 
al buzón del abogado al que se le confiere poder, para que este a su vez lo remita 
a este Despacho. 
 
Esta agencia judicial sobre el problema jurídico expuesto ha venido tomando 
decisiones al respecto en los siguientes procesos (i) radicado 2019-00254-00 
(Ejecutivo: frente al apoderado Municipio de Chimichagua) mediante auto del 5 de 
octubre de 2020, (ii) 2020-00260-00 (AP. Audiencia de pacto de cumplimiento del 
9 de marzo de 2020 respecto a los apoderados del Municipio de Valledupar y 
Corpocesar)  y (iii) 2011-00318 (Ejecutivo: respecto al poder del tercero 
interviniente ad-excludemdum), en auto de fecha 18 de marzo de 2021, que por 
ser de circunstancias fácticas similares deben acatarse bajo los postulados del 
precedente judicial, el cual ha sido definido por la Corte Constitucional como: 
  

 “…la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado, que por 
su pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe 
necesariamente considerarse por las autoridades judiciales al momento de emitir un 
fallo”1.  

 
La doctrina nacional ha definido la figura del precedente como el mecanismo 
jurisdiccional que tiene su origen en el principio stare decisis o estar a lo decidido, 
el cual consiste en la aplicación de criterios adoptados en decisiones anteriores a 
casos que se presenten en situaciones posteriores y con circunstancias similares2. 
 
Para el efecto, la Corte Constitucional ha distinguido el precedente horizontal, 
como aquel que debe observarse por el mismo juez o corporación que lo generó o 
por otro de igual jerarquía funcional3 y es por esa la razón por la cual este 
despacho se encuentra obligado a seguir sus propias decisiones, cuando le 
corresponda decidir casos con supuestos fácticos y jurídicos similares a otros que 
ya ha fallado, ya que proscribe el uso y la interpretación caprichosa de los 
elementos jurídicos aplicables al momento de resolver y además,  garantiza los 
principios a la seguridad jurídica, igualdad, buena fe y confianza legítima de 
quienes acuden a la administración de justicia y esperan que su conflicto se defina 
en la misma forma o bajo el mismo raciocinio que empleó ese juez en casos 
anteriores. 
 

                                                           
1 Sentencia SU354/17 
2 El Precedente Constitucional teoría y praxis”, Editorial Ibáñez S.A.S, 2013 
3 Sentencia T-148/11 
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El Tribunal Administrativo del Cesar en decisión adoptada el 24 de junio de 2021 
dentro de la acción de tutela con radicado 20-001-23-003-000-2021-00195-00 
siendo accionante el doctor Jaime Alfonso Castro Martínez y accionado este 
Despacho, con ponencia del magistrado Carlos Alfonso Guechá Medina no tuteló 
los derechos constitucionales que consideraba infringidos el accionante con una 
fundamentación fáctica igual a la que motiva esta providencia, para el efecto se 
citan apartes de la mencionada providencia: 

“De acuerdo con lo señalado, se concluye que, ante la falta de otorgamiento de 
poderes especiales en debida forma, por parte del demandante, señor Jaime 
Alfonso Castro Martínez, para ser representado dentro del proceso ejecutivo, es 
imposible acreditar la legitimación para actuar en nombre de aquel, dentro del 
trámite del proceso ejecutivo No. 20001-33-31-006-2011-00318-00, al abogado 
Virgilio Alfonso Sequeda Martínez.  

Por tal motivo, tal como lo adujo el Juzgado accionado era indispensable que el 
abogado señor Virgilio Alfonso Sequeda Martínez, allegara a ese despacho el 
poder, con el lleno de los requisitos legales, los cuales respecto a esta situación en 
particular el H. Consejo de Estado, ha establecido que bien puede ser otorgado de 
manera presencial, con presentación personal; o acogiéndose al Decreto 806 de 
2020, ultimó, para el cual deberá acreditar que el mencionado poder especial ha 
sido otorgado mediante mensaje de datos, —a modo de ejemplo, con el pantallazo 
del envío del poder a través de correo electrónico, o constancia de envío a través 
de fax, etc.—4. (…) 

 

Lo anterior significa, que al accionante no se le vulneraron los derechos 
fundamentales alegados, toda vez que, el juzgado lo que hizo fue exigir el 
cumplimiento de las normas procesales que establecen los requerimientos, en 
cuanto al otorgamiento y presentación de los poderes especiales para cualquier 
actuación judicial, o lo que es lo mismo, dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 
74 del C.G.P., y el Decreto 806 de 2020.  
 
Por las anteriores razones, se descarta cualquier vulneración al debido proceso, al 
ejercicio de la defensa técnica y al acceso afectivo a la administración de justicia, 
pues la falencia advertida en el otorgamiento y/o presentación de poder, resulta ser 
una exigencia amparada en el cumplimiento de una norma procesal, la que de 
ninguna manera se puede considerar como arbitraria o vulneradora de derecho 
fundamental alguno, dado lo imperativo de las mismas.  
 
Con todo, se tiene que es fácil concluir que el Juzgado accionado no incurrió en el 
defecto procedimental endilgado, ni mucho menos en un defecto fáctico, pues se 
insiste que su actuación no fue caprichosa, arbitraria ni contraria al ordenamiento 
jurídico. En tanto, se descarta que haya incurrido en una vía de hecho que llevara a 
la procedibilidad la presente acción de tutela. (…).” (sic) 
 

En reciente pronunciamiento de fecha 20 de agosto de 2021, la Sección Primera 
del Consejo de Estado con ponencia del Magistrado Oswaldo Giraldo López, 
confirmó la anterior decisión y de su fundamentación destaca el Despacho5: 

 
“Sin embargo, analizados los argumentos en que se sustenta el defecto procedimental 
alegado, la Sala advierte que no apuntan a indicar que el funcionario judicial se 

                                                           
4 Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección A Consejero Ponente: Dr. Rafael Francisco Suárez 

Vargas, sentencia de 1° de diciembre de dos mil veinte (2020). Referencia: Acción De Tutela. Radicación: 
11001-03-15-000-2020-04795-00. Demandante: María Adíela Agudelo Bermúdez y Otros. Demandado: 
Tribunal Administrativo de Caldas.   
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 20 de agosto de 2021, acción de tutela, 
radicación: 20001-23-33-000-2021-00195-01. Demandante: Jaime Alfonso Castro Martínez. Demandado: Juzgado Séptimo 
Administrativo de Valledupar. M.P.: Oswaldo Giraldo López. Tema: No incurren en defecto procedimental las providencias 
que, en aplicación del artículo 5.º del Decreto 806 de 2020, exigieron prueba del otorgamiento del poder especial por medio 
de mensaje de datos. 

 



4 

 

apartó del procedimiento establecido en la ley para el trámite del proceso ejecutivo 
o que se apegó de manera excesiva y absoluta al procedimiento generando un 
obstáculo para la eficacia del derecho sustancial o que su actuación constituyera 
una clara denegación de justicia. 
 
Por el contrario, revisado el expediente ordinario, se observa que no se ha incurrido en 
ningún vicio de esa naturaleza, pues el proceso se adelantó conforme a la ley; esto es, 
se tramitó ante el juez competente, se agotaron las etapas procesales propias del 
proceso ordinario y las decisiones adoptadas en él se fundamentaron en derecho. 
 
En criterio de la Sala el estudio efectuado por la autoridad judicial accionada es 
razonable. En efecto, como se advierte de las consideraciones atrás transcritas, el 
Juez Séptimo Administrativo de Valledupar, en las providencias cuestionadas, luego 
de constatar el incumplimiento de lo previsto por el artículo 5.º del Decreto 806 de 
2020, concluyó que no era posible reconocer personería para actuar al apoderado 
judicial de la parte actora, por lo que se abstuvo de tramitar el recurso inicialmente 
presentado. 
 
Para el Juzgado no se trata de que la norma en cuestión exija “[…] al abogado que 
remita el poder suscrito de puño y letra del mandatario o con autenticaciones o nota 
de presentación personal pero sí es necesario acreditar que el poderdante lo remitió 
a su apoderado mediante mensaje de datos que puede ser para el caso en 
concreto un intercambio de correo electrónico remitido directamente a esta 
autoridad judicial o al buzón del abogado al que se le confiere poder, para que este 
a su vez lo remita a este Despacho […]”. 
 
Además, explicó con claridad las razones por las cuales no acogió la tesis de  la 
parte actora referente a que “[…] las medidas adoptadas para mitigar los efectos de 
la pandemia no pueden convertirse en un obstáculo para la efectividad de la 
administración de justicia, abusando de tales herramientas, para impedir el acceso 
a una justicia pronta y efectiva […]”, señalando al respecto, de manera fundada, 
que no es un abuso la aplicación de las normas procedimentales, por medio de las 
cuales precisamente lo que se pretendió fue conjurar la crisis creando un 
mecanismo que reemplazara la diligencia de autenticación en notaría, “[…] 
precisamente esa medida es el envío del poder con antefirma y la transmisión 
mediante mensaje de datos […]”. 
 
En todo caso, para la Sala es necesario precisar que, si bien de las consideraciones 
expuestas por la Corte Constitucional en la sentencia C-420 de 2020, que efectuó el 
control de constitucionalidad del Decreto 806 de 2020, se desprende que la referida 
norma implementó una medida temporal con tres cambios a la forma en que se 
otorgan poderes especiales, a saber, (1) estableció una presunción de autenticidad; 
(2) eliminó el requisito de presentación personal; y (3) eliminó la firma digital en los 
poderes conferidos mediante mensaje de datos, lo cierto es que resaltó que el 
artículo 5.º del Decreto mencionado contenía “[…] medidas orientadas a identificar 
al otorgante y garantizar la autenticidad e integridad del mensaje de datos mediante 
el cual se confiere el poder, en tanto exige que (i) los poderes otorgados por 
personas inscritas en el registro mercantil envíen el poder desde la dirección 
inscrita en la respectiva Cámara de Comercio para efectos de notificaciones 
judiciales, y que (ii) el poderdante indique la dirección del correo electrónico del 
apoderado al que le confiere el poder, la cual debe coincidir con la que este 
inscribió en el Registro Nacional de Abogados. En cualquier caso, las medidas que 
prescribe el artículo son facultativas por lo que, los poderes especiales se pueden 
seguir otorgando conforme a las normas del CGP […]”.(resaltado del texto original) 
 
Razón por la cual, resulta razonable la lectura efectuada por el Juzgado Séptimo 
Administrativo de Valledupar al artículo 5º del Decreto 806 de 2020, con sustento 
en la cual requirió prueba de la remisión por medio de mensaje de datos del poder 
especial que otorgó el señor Jaime Alfonso Castro al abogado Virgilio Alfonso, 
como medio para identificar al otorgante y garantizar la integridad y autenticidad del 
poder especial. 
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(…)  
En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia del 24 de junio de 2021, mediante 
la cual el Tribunal Administrativo del Cesar negó el amparo solicitado, en 
consideración a que las providencias cuestionadas no incurrieron en defecto 
procedimental.” (sic) (resaltado fuera de texto) 

 
El 28 de octubre de 2021, el doctor Cristian Antonio García Molano radicó 
contestación de la demanda e indicó que actuaba como apoderado de la Fiscalía 
General de la Nación, pero al revisar los anexos de la contestación, en el folio 36 
del documento 26 reposa memorial a través del cual  pretende acreditar que Sonia 
Milena Torres Castaño en calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa 
Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía General de la Nación 
le confiere poder para actuar en ejercicio del medio de control de la referencia; ese 
documento contiene antefirma de quien supuestamente le confiere mandato, pero 
no hay un mensaje de datos transmitiéndolo en la forma indicada en los párrafos 
que anteceden y/o diligencia de autenticación o reconocimiento (entiéndase estos 
dos requisitos en forma alterna y no en forma concurrente, es decir que con 
cualquiera de ellos se entiende que el poder se otorgó de acuerdo a la 
normatividad que rige el asunto a la fecha). 
 
En consecuencia, como el doctor Cristian Antonio García Molano no acreditó en 
forma inequívoca que Sonia Milena Torres Castaño en calidad de Coordinadora de 
la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía 
General de la Nación le haya otorgado poder, no puede actuar como apoderado 
judicial de esa entidad en el medio de control de la referencia; por lo que se tendrá 
por no contestada la demanda, no habiendo excepciones por resolver, lo que 
conlleva a no ser necesario realizar la audiencia del artículo 372 del C.G.P. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE. 

PRIMERO: Tener por no contestada la demanda por parte de la Fiscalía General 
de la Nación, de conformidad con las consideraciones de este proveído. 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriado el presente proveído, ingrese el expediente al 
Despacho para continuar el trámite. 

 
 Notifíquese y cúmplase. 

 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 

  
 

 

 
 

Firmado Por:



 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo
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Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, nueve (9) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:  JAIME VERGARA MORALES 
DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  

RADICADO: 20-001-33-33-007-2020-00277-00 
 

 
Antes de dictar sentencia, para efectos de aclarar puntos dudosos al interior del 

asunto de la referencia con fundamento en el inciso 2 del artículo 213 de la Ley 1437 

de 2011, se DISPONE:  

 

Oficiar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para que remita 
con destino al proceso de la referencia, certificado en el que conste el total de 
semanas cotizadas por el señor Jaime Vergara Morales identificado con cédula de 
ciudadanía 77.151.798 de Agustín Codazzi. 
 
De igual forma, se ordena oficiar al Departamento del Cesar para que remita el total 
de los antecedentes administrativos del señor Jaime Vergara Morales identificado 
con cédula de ciudadanía 77.151.798. 
 
Termino para responder: tres (3) días. 
 
Por Secretaría una vez se allegue la documentación solicitada córrase traslado a 

las partes por el término de tres (3) días. Cumplido lo anterior ingrese el expediente 

al Despacho para proferir sentencia. 

 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza  

J7/SPS/amr 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo
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